Carátula 
(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios 
del Instituto Nacional de Carnes) 


- En nombre de esta Comisión damos la bienvenida a los representantes de esta Asociación, quienes han solicitado una entrevista 
a los efectos de hacernos un planteo. 


SEÑOR SCHELOTO.- Antes que nada, quisiera hacer un "racconto" de la situación del Instituto. Nos presentamos ante esta 
Comisión el día 22 de marzo. En ese momento indicamos que se estaba produciendo el desmantelamiento del Instituto. Hoy, a 
menos de tres meses de esa oportunidad, debemos decir que al plan de incentivos voluntarios presentado por la Presidencia, se 
acogieron 6 funcionarios, en tanto que 44 fueron presionados para que dejaran sus cargos; de lo contrario, serían despedidos. Esta 
presión ha hecho que en la actualidad haya 50 funcionarios menos en el Instituto. Además, hay 6 personas a quienes se está 
obligando a cumplir medio horario. Se les impuso un contrato nuevo para que trabajaran 4 horas, en lugar de las 7 actuales. 


Lamentablemente, no podemos decir que la situación haya finalizado. Acabamos de mantener una entrevista con el Presidente del 
Instituto, quien nos planteó que, a su juicio, sigue habiendo funcionarios excedentarios. También nos indicó que no obtuvo 
colaboración de los Directores para confeccionar la lista de funcionarios excedentarios y que por eso había pensado en contratar 
una consultora para culminar el proceso. Lo que no se sabe a ciencia cierta es si los funcionarios afectados por esta medida 
tendrán o no un retiro incentivado. Asimismo, existe el riesgo latente de enviar funcionarios al seguro de paro. 


Por otro lado, ante toda esta situación, al mismo tiempo se nos plantea que van a ingresar al menos 13 funcionarios nuevos al 
Instituto. Tres de esos cargos serán para Director —de lo cual ya salió un aviso en prensa- y se van a proveer a través de una 
consultora de plaza, con sueldos promedios de $ 40.000. Uno de los cargos es de Director General, por lo que suponemos que el 
sueldo será por un monto mayor. 


A su vez, se piensa contratar diez técnicos en el área de servicios a la cadena agroindustrial y crear una Dirección nueva de 
mercados externos, con un sueldo —según nos manifestó el Presidente- de $ 25.000 cada uno, esto es, con un sueldo superior al 
de los técnicos actuales del Instituto. Nos surge la interrogante, porque en este momento se nos plantea el tema del seguro de paro 
y, a la vez, se habla del ingreso de nuevos funcionarios, así como también de la readecuación a las realidades actuales. Decimos 
esto, porque se piensa contratar cinco técnicos para un área nueva de mercados externos, en momentos en que, por la situación 
actual que ha generado la epidemia de aftosa, se deberían estudiar detenidamente los objetivos a encarar. 


Básicamente, este es el planteo que queríamos realizar, así como trasmitir nuestra preocupación por el hecho de que esta 
Comisión no haya podido tomar medidas previas. Decimos esto, en el sentido de que hoy contamos con 50 funcionarios menos, 
uno de los cuales es el Presidente del gremio, que también fue invitado a retirarse y uno de los motivos que se le dio para hacerlo 
fue, que si bien cumplía correctamente con sus funciones, estaba dedicando —sobre todo en los últimos meses- mucho tiempo a 
AFINAC. Sabido es, porque hemos tenido entrevistas personales, además de las que hemos mantenido en el seno de la Comisión, 
con más de 70 Legisladores por esta situación. Sin embargo, se nos plantea este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia aclara que, en lo personal, nunca había recibido la visita de funcionarios de AFINAC. No 
obstante ello, también aclara que esta Comisión no tiene facultades para tomar ninguna medida, salvo hacer gestiones de buena 
voluntad. 


SEÑORA ARISMENDI.- Me consta que el señor Presidente se incorporó a la Comisión posteriormente al trabajo que hemos 
realizado. 


Creo que la última vez que conversamos sobre este tema en forma individual, aunque también lo hicimos prácticamente todos los 
miembros de la Comisión, fue el día que realizamos el taller a propósito del tema baremos, instancia a la que concurrieron los 
funcionarios. Hacía pocos días que había concurrido el Directorio y había dado determinadas explicaciones en el seno de la 
Comisión, asumiendo ciertos compromisos. Cuando concurre a la Comisión del Senado, afirma que se van a tomar medidas 
paulatinas y que se estaba estudiando cada lugar para ver cuáles eran realmente los funcionarios que, según ese estudio, podrían 
resultar excedentarios y que se iba a hacer un retiro incentivado totalmente voluntario, lo cual consta en la versión taquigráfica. A su 
vez, recuerdo haber preguntado expresamente —porque tenemos experiencia, lamentablemente, en estos temas- si se pensaba 
contratar nuevos funcionarios y si los contratos se iban a hacer en función de determinadas necesidades, si se iba a incentivar el 
retiro de algunos técnicos para traer a otros y cuál iba a ser la relación de sueldo porque, precisamente, una experiencia que se da 
en muchos lados es la que hoy nos están relatando los representantes de AFINAC. En este momento, no tengo la versión 
taquigráfica en mi poder, pero si no me equivoco y la memoria no me falla, entre las cosas que se dijeron, fue que había 
trabajadores en determinados sectores que podían adaptarse y desempeñarse en otras áreas del Instituto, que en muchos casos 
se trataba de gente que podía jubilarse y otra que podía ser captada para otras tareas, incluso con posibilidades de reconvertir su 
puesto de trabajo y, al mismo tiempo, de calificarlo de alguna forma. 


Entonces, me parece que más allá de que se tratara de una explicación que se brindó a una Comisión del Senado de la República, 
eso debe tener un nivel de seriedad y, en cierta medida, representa un compromiso con el Parlamento el expresar estas cosas ante 
el llamado para este punto en concreto. 


No sé si la Asociación de Funcionarios tiene la respuesta, pero me gustaría saber cuánto cuesta la consultora. También quiero 
reiterar la pregunta que hice en aquel momento, en el sentido de cuál es la relación entre los egresos de sueldos actuales y lo que 
se ahorraría con estas medidas. Dejo constancia, además, que ese encuentro fue previo a que surgiera la epidemia de aftosa. 
Quiere decir que el planteo con respecto al tema del INAC, estaba planteado en otros marcos y realidades. 


SEÑOR IBARLUCEA.- Con respecto al razonamiento de la señora Senadora, hay algunos puntos sobre los que quisiera 
reflexionar. 


El Instituto Nacional de Carnes tiene, en el pasado reciente, antecedentes de haber requerido los servicios de consultoras con 
vistas a diferentes etapas de reestructura. Desde el punto de vista de los funcionarios, nos cabe decir que el trabajo que realizó la 
última consultora para el Instituto resultó en una tarea totalmente irrelevante y poco seria y le costó al Instituto unos cuantos miles 
de dólares. Fue efectuado por representantes de una conocida consultora de plaza. Esa gente se limitó a hacer una breve consulta 
con los Directores del Instituto, a quienes les preguntaron qué opinaban del tema y luego redactaron un informe. En nuestra 
opinión, esa parece ser la manera de trabajar de ciertas consultoras con respecto a las instituciones. Ahora bien; cuando media en 
esto la fuente de trabajo de mucha gente, nos parece poco serio que se actúe de esa manera. 


Repito que los antecedentes que tiene el Instituto en ese sentido, no son alentadores. El Organismo ha gastado dinero varias veces 
en consultas de este tipo. Inclusive, los resultados que ha obtenido hacen que en la actualidad tenga un contencioso de orden legal 
con sus funcionarios por causa de la última consultora que contrató. 


Por otra parte, el planteo de las autoridades del Instituto no parece haber cambiado sustancialmente cuando nosotros vemos —y en 
eso creemos tener cierto conocimiento de causa- que el contexto general del país, en cuanto a lo que son sus mercados y el futuro 
de las exportaciones cárnicas, ha cambiado sustancialmente. Las autoridades del Instituto entran con un planteo muy firme y, 
aparentemente, muy coherente en sí mismo de su reestructuración, con un reperfilamiento para diferentes funciones, pero a los 
pocos meses estalla una epidemia de fiebre aftosa que cambia sustancialmente la realidad del Uruguay con respecto a los 
mercados de carnes y probablemente durante un lapso bastante prolongado va a ser así. 


Entonces, no entendemos como esas mismas autoridades no se plantean un cambio en su estrategia. Además, la única respuesta 
que parecen tener es siempre la misma. La única variable de ajuste que hay es que al funcionario se le debe rebajar el salario, se 
lo debe despedir y desestimularlo para que se retire, desalentándolo en el cumplimiento de su tarea. 


Creemos que todo esto carece de una base firme de estudios por parte de las autoridades. Utilizando una expresión vulgar, 
pensamos que habría que "bajar la pelota al piso" y sentarse a pensar qué es lo que se va a hacer con el Instituto Nacional de 
Carnes para, posteriormente, hacer lo que corresponda. Sin embargo, parecería que se pone la carreta delante de los bueyes, 
porque la idea es desprenderse, en primer lugar, de toda la gente que sea posible para abaratar y, al final, con lo que quede hacer 
lo que se pueda. No creemos que esta sea una política correcta y, además, como observamos esto desde el punto de vista de los 
que nos sentimos directamente afectados, tal vez nos duela mucho más. 


Si vamos mucho más allá, parecería que esto responde a una intención primaria que surgió originariamente en el Poder Ejecutivo. 
Concretamente, en la Ley de Presupuesto se incluyeron 3 artículos que prácticamente desmantelaban al Instituto Nacional de 
Carnes, ya que lo desproveían totalmente de sus funciones fiscalizadoras y de control. Significativamente, esto se hacía sólo 
respecto a esa función. 


Por otro lado, después de que los funcionarios organizados tratamos de revertir ese planteamiento, porque entendíamos que no era 
correcto, se logró que el Parlamento emplazara a las autoridades del Instituto para la presentación en un plazo determinado —que 
ya ha expirado sobradamente- de una nueva ley orgánica con las funciones que las nuevas autoridades entendían que debían 
tener. Este proyecto de ley aún no ha sido presentado o, por lo menos, a nosotros no nos consta. 


Pensamos que si las autoridades del Instituto entienden que el mismo debe ser remodelado, el proyecto de ley tendría que 
presentarse para después ver qué es lo que sobra y qué hace falta, y no hacer las cosas antes de que todo sea discutido y 
debidamente aprobado. 


Lo que en este momento estamos viviendo los funcionarios de INAC dentro del Instituto son políticas de hecho, ya que por esa vía 
se está haciendo una reestructura a espaldas de cualquier discusión posible. No existe racionalidad y todos los días nos 
encontramos con una novedad, ya que todas las medidas que se adoptan son totalmente inesperadas. Sin embargo, todas estas 
medidas tienen una regla general y es que siempre se aplican en perjuicio de los funcionarios. Entendemos que esa variable de 
ajuste que se aplica sin saber por qué, es totalmente injusta. 


En el pasado, hace un par de meses, presentamos ante algunos Legisladores nuestra inquietud con respecto a la posibilidad de 
que se contemplara la situación laboral de los funcionarios que, insistimos, en su mayoría se ubican por encima de los 50 años de 
edad, con más de 25 años de trabajo en el Instituto. Esto desaparecería como por arte de magia, porque si se aplica una 
reestructura que nadie sabe bien cómo va a ser, nos va a afectar a todos. 


Visto que hemos defendido las funciones del Instituto hasta donde pudimos, ahora estamos en la etapa de defender nuestra fuente 
de trabajo. Acudimos al Parlamento, porque entendemos que es el que debe tomar cartas en el asunto, realizando lo que esté a su 
alcance para detener un poco todo este proceso. 


SEÑOR NUÑEZ.- A raíz del énfasis que ponen los funcionarios y por lo que yo he entendido, hasta ahora ha habido incentivos al 
retiro, pero no compulsión. Ahí puede estar la diferencia, razón por la cual quiero que se aclare este punto. 


SEÑOR SCHELOTO.- Reitero que si vamos a lo formal, debemos señalar que hubo una resolución del Instituto por la cual se 
presenta un régimen de retiro voluntario. Sin embargo, en los hechos, la realidad fue que a ese retiro voluntario sólo se presentaron 
6 compañeros. El resto de los funcionarios fueron presionados para retirarse, ya que fueron llamados por sus directores o por el 
propio Presidente para que se retiraran bajo ese régimen de incentivos. De lo contrario, les correspondería el despido legal. En una 
palabra, decir que no hubo despidos es algo formal, porque en los hechos los hubo. 


SEÑOR GARAT.- Deseo aclarar este punto. Acá se dijo que fueron obligados, pero es muy difícil probar si fue así y habría que ver 
si hay o no alguna comprobación. No dudo de las palabras que aquí se han dicho, pero como se ha señalado que existió una 
obligación, creo que lo más grave es el hecho de que un funcionario sea obligado a tomar una actitud que no quiere asumir. Quizás 
lo hayan llamado —estoy suponiendo- y le hayan explicado que le convenía aceptar ese régimen, porque el Instituto se iba a 


reestructurar. Ustedes han dicho aquí que prácticamente se iba a desmantelar todo el Instituto Nacional de Carnes. Quizás algunos 
funcionarios que no aceptaron y que estaban con ganas de iniciar algo nuevo, fueron llamados. 


Lo grave de esta circunstancia sería, no que les hayan ofrecido un incentivo y que lo hayan aceptado o no, sino que los hayan 
obligado. Este punto es el que me rechina, por lo que puede haber ocurrido. 


En consecuencia, si existe alguna posibilidad de aportar alguna probatoria respecto a la afirmación que se ha hecho, sería 
importante hacerlo. De lo contrario, tomo esto como que ha sido expresado con la mejor buena voluntad de defender al 
funcionariado, pero que no se puede probar y es simplemente un hecho que ocurrió. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovechando la interrogante del señor Senador Garat, me sumaría a sus palabras con la pregunta de si 
nos pueden decir en qué consistió el incentivo, desde el punto de vista numérico. 


SEÑOR IBARLUCEA.- La contestación es muy simple. El incentivo que ofrecen las autoridades del Instituto es de 18 sueldos 
nominales. Para aquellos funcionarios que tienen un salario relativamente elevado es una cantidad interesante, pero no salva la 
vida de nadie. Sin embargo, para aquellos funcionarios que tenían causal jubilatoria configurada, el incentivo era de 12 salarios 
nominales. 


Una primera aclaración es que no todos los funcionarios del Instituto —a pesar de lo que se ha hablado exhaustivamente- tienen 
salarios muy altos. Algunos tienen salarios buenos y otros regulares. 


Una segunda aclaración es que no es igual para todo el mundo, ya que aquellos funcionarios que tenían la posibilidad de acogerse 
al beneficio de la jubilación, percibían un monto menor. 


Con respecto a las afirmaciones que hemos realizado, debo decir que nos hacemos responsables de ellas y basta con aplicar un 
poco de sentido común sobre la realidad actual del país. Me explico. Cuando un jerarca llama a un funcionario y le aconseja tomar 
el incentivo porque en cuestión de dos o tres meses va a quedar afuera, cobrando lo que estipula la ley, que son seis sueldos 
nominales, y teniendo por otro lado la posibilidad de hacerse de dieciocho sueldos, sin duda, esa persona no tiene mucho tiempo 
para decidir. Esto puede interpretarse de distintas maneras; por ejemplo, tomarse como un consejo bien intencionado o, 
simplemente, como una compulsión. A mi manera de ver, es una forma elegante de echar a una persona. 


Salvo seis compañeros que tomaron voluntariamente el incentivo en la primera etapa —a ellos nadie les habló de nada- todos 
fueron hablados por sus respectivos jerarcas inmediatos o por la propia Presidencia del Instituto. O sea que de algún modo se 
alentó a los funcionarios para que se decidieran por el incentivo. Es más, fue una actitud, digamos, nominada, porque se eligió a 
algunas personas y a otras no. 


SEÑORA ITUÑO..- Esta etapa del incentivo se cumplió en varios tiempos. Hubo un primer tiempo absolutamente voluntario, en el 
que se presentaron seis personas; un segundo tiempo de llamado del Presidente o de los Directores a los funcionarios; y, por 
último, un tercer tiempo —que está documentado en una resolución de la Presidencia- en donde extiende el incentivo a quienes 
fueron considerados excedentarios. Esas personas fueron llamadas una por una por el Presidente, que les manifestó su calidad de 
excedentarios y les dijo que tomaban esto o lo dejaban, en cuyo caso serían despedidos. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de la opinión que cada señor Senador pueda tener —eso luego lo discutiremos- las 
autoridades de INAC habían manifestado su voluntad de reducir la plantilla por este mecanismo. Notoriamente se generó 
incertidumbre luego que se comunicó que si los funcionarios no elegían la vía del estímulo, se pagaría lo que la ley establece -eso 
está dentro de las potestades de INAC, que tiene una estructura de Derecho Privado- posteriormente a lo cual quedarían cesantes. 
Más allá de si tenían causal jubilatoria, les correspondía el seguro de paro, etcétera, existía una voluntad muy fuerte de poner en 
práctica la restructura al vencer los plazos. Por lo tanto, si el funcionario considerado excedentario no tomaba los incentivos, luego 
obtendría lo que la ley establece, que notoriamente es una cantidad inferior. 


Obviamente, no fue un trámite fácil; no se trataba de que había que cerrar las puertas porque todo el mundo se quería ir. Todo lo 
contrario, porque en este momento hay dificultades de trabajo y no creo que la mayoría de la gente quisiera retirarse del Instituto. 


He pedido la palabra por un detalle no menor, que es el caso de quien no fue declarado excedentario, pero que cumplía un rol 
dentro del sindicato, concretamente, el de defender sus legítimos intereses y el de sus compañeros —más allá de que pudiese estar 
equivocado o no- razón por la cual no se encuadraba en los requerimientos básicos para esto. Todos conocemos el tema del INAC, 
pero como este es un elemento que nos han agregado nuestros visitantes, creo que la Comisión luego lo tendrá que abordar. 
Pregunto, entonces, si hay alguna otra información para agregar en este sentido. 


SEÑOR SCHELOTO..- El resto de la Directiva planteó a la Presidencia del Instituto, antes de que se vencieran los plazos, la 
posibilidad de conversar en torno al tema de nuestro Presidente, pero fue denegada. 


Por otra parte, hicimos una serie de gestiones que nosotros sentimos no tuvieron la necesaria correspondencia por parte de la 
Presidencia de INAC. 


Por ejemplo, en relación a lo que mencionaba la señora Senadora Arismendi de redistribución de funcionarios, debo decir que si 
bien las hubo, fueron sólo cuatro o cinco casos absolutamente discrecionales por parte del Presidente, puesto que la determinó y 
las llevó a la práctica. Al Presidente del gremio también se le planteó esa posibilidad, es decir, que aceptara una redistribución 
hacia otras tareas, pero el Presidente de INAC descartó esto y, finalmente, se terminó consumando el retiro de esta persona. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quisiera saber cuántos de los cincuenta empleados de INAC que se retiraron con incentivos se 
jubilaron y cuántos quedaron sin trabajo o realizando otro tipo de actividad. 


SEÑOR SCHELOTO..- Fueron veinticuatro personas. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Las veinticuatro se jubilaron? 


SEÑOR SCHELOTO.- Justamente, eso era lo que iba a aclarar. 


Esas veinticuatro fueron declaradas jubilables por el Instituto, pero sabemos que por lo menos en dos casos reunían los años de 
edad, pero no los de trabajo para poder configurar causal jubilatoria. Aesas personas también se les planteó que se retiraran. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuántos años de trabajo les faltaba para configurar la causal? ¿Meses o años? No pido que se me conteste 
hoy si no se dispone de la información; nos la pueden hacer llegar en otro momento. 


SEÑOR SCHELOTO.- La información completa la podemos aportar más adelante pero podemos mencionar el caso de una señora 
a la que le faltan alrededor de cinco o seis años de trabajo para acceder a la jubilación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos que se nos envíe la información a fin de atender la interrogante de los señores Senadores 
Michelini y Correa Freitas y se nos dé un panorama global en cuanto al número total de retirados, quiénes fueron con causal 
jubilatoria y quiénes no. 


SEÑORA ARISMENDI.- En algún momento se mencionó que había llamados para proveer cargos y quisiera saber si es posible 
que, de ser así, los puedan proporcionar. 


SEÑOR SCHELOTO.- Como precisión final quisiera decir que independientemente de lo que ha ocurrido hace poco tiempo, la 
situación de inestabilidad laboral futura se mantiene y es muy grande. Por esa razón es que recurrimos a esta Comisión y también 
para tratar de poner un freno a todas estas medidas que, como dijo el señor lbarlucea, siempre tienen una misma variable de 
ajuste. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social agradecemos la visita de la 
Asociación de Funcionarios de INAC y quedamos a la espera de la información que nos han prometido. 


(Se retiran de sala los representantes de la Asociación de Funcionarios de INAC) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


